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INTRODUCCION.- 

La temática planteada para el presente encuentro considero es lo más 
acertada, por cuanto posibilita el que podamos intercambiar opiniones, 
criterios y experiencias en relación a nuestro quehacer como ciudadanos y 
como profesionales, en defensa del Patrimonio Cultural edificado; 
reconocer los errores y aciertos en una mirada retrospectiva al pasado 
inmediato y plantearnos alternativas de participación para los próximos 
años. 

Es indudable la importancia que el tema ha adquirido en las últimas décadas 
en América Latina y particularmente en nuestro país, por la necesidad de 
reconocer a través de la producción arquitectónica y urbana, nuestra 
identidad como pueblo y posibilitar en el futuro su avance, de manera de 
pensar en un proceso sostenido y autónomo de desarrollo. 

El debate generado en los últimos años ha posibilitado, por una parte el 
desarrollo de la teoría de la restauración en muchos aspectos, lo que ha 
permitido sentar principios cualitativamente superiores con respecto a 
metodologías y concepciones de la conservación y preservación; por otra 
parte, la ausencia de políticas definidas y concretas y correlativamente de 
planes y programas específicos de actuación en forma integral, ha agudizado 
y profundizado  la destrucción y deterioro del patrimonio edificado, tanto a 
nivel de conjuntos urbanos como de elementos aislados. 

CONCEPCIONES TEORICAS 

En el primer aspecto (del desarrollo teórico) creo importante el señalar el 
proceso que ha seguido la concepción de la intervención en las áreas 
históricas a través da 6 etapas definidas: 

-La primera que enfocaba el problema y valorizaba la edificación a través 
exclusivamente de una concepción eminentemente historicista y esteticista y 
cuyo resultado fue la actitud de defensa del “monumento” como elemento 
aislado. 

-La segunda que involucraba al monumento dentro de su entorno físico, es 
decir la relación entre el edificio y su medio, pero que mantenía el 
tratamiento del problema dentro de los límites de la estructura física, y que 
sin embargo permitió incorporar el concepto de tejido urbano como 
elemento fundamental de tratamiento del tema, valorando la denominada 
"arquitectura menor” y estableciendo consecuentemente la necesidad de 
preservar conjuntos urbanos. 

-La tercera que establece la incorporación de la arquitectura popular como 
elemento integrante del patrimonio edificado y que surge como 
consecuencia de la necesidad de valorizar la producción arquitectónica 
popular, tanto al interior de las estructuras consolidadas, como en 
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ejemplos aislados. 

-La cuarta que surge como consecuencia del Coloquio de Quito del 77, en la 
que se prioriza el aspecto social del tema y se establece la necesidad de 
conservar los centros históricos y conjuntos urbanos involucrando a la 
poblador, que en ellos habita cono parte integrante y vital del proceso de 
rehabilitación y conservación de las estructuras, 

-La quinta que al clarificar los conceptos de tipología y estructura, viabiliza 
la comprensión objetiva del carácter y condiciones cuantitativas y 
cualitativas de las unidades urbanas, desechando los conceptos subjetivos 
y personalistas prevalecientes hasta la época. Esto posibilita una 
intervención más coherente de preservación, declarando desde luego que el 
concepto de tipología lleva en si la comprensión del problema social y de 
los modos de vida de la población, como parte integrante de la 
conservación del patrimonio. 
 
-Y la sexta que plantea la necesidad de incorporar la preservación y 
conservación del patrimonio edificado a la planificación general del 
territorio, como un elemento dinamizador del proceso de desarrollo en sus 
diferentes niveles, y consecuentemente asignándole un papel primordial, no 
solamente como patrimonio cultural, sino también como recurso económico. 

RECUENTO HISTORICO 

El proceso de deterioro y destrucción de las estructuras urbanas y 
arquitectónicas se inicia a parir de la década del 50, cuando el país, como 
consecuencia del reacomodo económico - político a nivel mundial, posterior 
a la segunda guerra, entra en un proceso de modernización caracterizado 
por la expansión de la producción bananera y un incipiente desarrollo 
industrial. Este esquema entra en crisis por la baja de las exportaciones, 
generando una serie de conflictos a nivel social y económico, una mayor 
profundización del carácter dependiente, que marca las tendencias de 
urbanización y crecimiento da las principales ciudades del país, 
especialmente Quito y Guayaquil En términos políticos se traduce en el 
fortalecimiento y modernización del aparato de estado, 
 
Este proceso afecta las condiciones de urbanización vigentes. Las ciudades 
que hasta entonces habían mantenido unidad morfológica y homogeneidad 
formal y de funcionamiento se ven sometidas a un proceso de crecimiento e 
incorporación de nuevas áreas, demanda de servicios e infraestructura, y 
diferenciación de la localización de las actividades productivas en el 
espacio. 

El centro urbano que tradicionalmente había concentrado las actividades y 
funciones sociales, diferenciando el uso público y privado del espacio a su 
interior, se ve sometido a un proceso de modificación y cambio que en esta 
etapa se caracteriza fundamentalmente por los siguientes factores: 

-El primero, el inicio de un proceso de descentralización urbana, con el 
traslado de la población a nuevas áreas, y de ciertas actividades 
relacionadas con dichos sectores, un proceso de ocupación del centro por 
sectores poblacionales, de menores recursos, y la incorporación de nuevos 
planteamientos arquitectónicos y urbanos, -nuevas tipologías- como 
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consecuencia de la introducción de nuevos valores, temas y 
representaciones formales y simbólicas. De esta «manera las viejas 
estructuras resultan, obsoletas para asimilar las nuevas necesidades, y se 
produce el derrocamiento y destrucción de las áreas centrales para 
reemplazarlas con tipologías arquitectónicas, que responden 
exclusivamente a un proceso de especulación del suelo. 

En esta etapa surgen como resultado de lo anterior los primeros intentos 
de defender el patrimonio, a través de la participación de organismos, 
instituciones y sectores poblacionales que visualizan el proceso de 
destrucción próximo y consiguen la implantación de medidas legales y 
administrativas para frenar el deterioro. 
 
Esta participación orienta su acción en términos del monumento o elemento 
emergente, y en defensa de la "arquitectura colonial” -situación que 
posteriormente tendrá efectos negativos en la conservación del 
patrimonio, pues al generalizarse, valoriza exclusivamente esta producción 
o lo que se asemeje o asimile a ella, desechándose otras manifestaciones 
arquitectónicas que no se encuadren en dicha concepción-. 

Durante la década del 60, este proceso se acentúa paulatinamente como 
consecuencia de la agudización de la crisis agraria, la cual se expresa en un 
crecimiento urbano más acelerado, y una mayor especialización del espacio, 
evidenciándose la segregaron social en la ciudad, y el aparecimiento de 
zonas urbanas  física y socialmente degradadas. 

El proceso de sobreutilización y saturación de la estructura urbana se 
torna más evidente con la inserción en las áreas históricas de amplios 
sectores poblacionales, un incremento constante de las densidades de 
habitación, y el aparecimiento en forma masiva del tugurio y la vivienda 
precaria. 

La rentabilidad del suelo y la edificación es justificada (en vista de la 
existencia de regulaciones que impiden el derrocamiento) a través de 
convertir a las unidades arquitectónicas concebidas para albergar a 
una familia, en unidades de vivienda colectiva de los sectores 
populares. 

El centro acelera su proceso de cambio de usos, y modificación de las 
tipologías arquitectónicas; a nivel político se produce en esta etapa 
un sustantivo avance en el esclarecimiento de las concepciones sobre 
la conservación del patrimonio cultural las mismas que son, 
desarrolladas y especificadas a través de la Carta de Venecia de 1964 
y las normas de Quito de 1967. La formulación de dichas normas y 
recomendaciones posibilita incorporarlas en los correspondientes 
planes locales y acuerdos y normativas nacionales e internacionales. 
Esta situación logra un relativo control de la destrucción de las 
áreas de valor histórico-monumental, al menos en relación a su 
aspecto externo y epidérmico. 

A partir de la década del 70, y como consecuencia de su incorporación 
al mercado petrolero mundial, se inicia un proceso de modernización 
centrado fundamentalmente en el desarrollo de la infraestructura 
básica, pero que no solventa la situación de crisis que arrastra desde 
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años anteriores. La problemática del sector agrario se agudiza aún 
más; el desarrollo industrial dependiente demuestra sus falencias y 
limitaciones. El proceso migratorio se agudiza especialmente hacia los 
sectores del país de mayor desarrollo relativo, y se introducen 
nuevos patrones de consumo y formas de vida al que se incorporan 
amplios sectores poblacionales. 

El estado asume un rol de mayor control y supervisión de las 
actividades productivas y adicionalmente cuenta {por primera vez en la 
historia) con los recursos para emprender obras publicas de gran 
dimensión y envergadura, los que se centran en inversiones que 
incentivan el mercado especulativo del suelo. La inversión privada se 
concentra igualmente en las; áreas urbanas, agudizando dicho 
fenómeno. 

El mercado del suelo necesariamente expresa dichos cambios en la 
elevación de los costos del suelo de las áreas centrales, las mismas 
que al verse sometidas a los dos factores anotados inician un 
proceso de modificación de los usos vigentes para sustituirlos por 
comerciales, administrativos o turísticos con el consiguiente 
desalojo de la población que habita en la zona. 

Esta presión se traduce en la transformación sostenida de las 
estructuras de valor histórico, de sus tipologías arquitectónicas y 
trazado urbano, con la pérdida de su integridad y coherencia.             
Los organismos de gobierno y las municipalidades, crean 
organizaciones especiales cuyos objetivos centrales son la 
conservación, y protección del patrimonio y las universidades a través 
de sus facultades de arquitectura valorizan el estudio en las áreas 
históricas. El gobierno central asigna mayores recursos a las tareas 
de salvaguardia, que sin embargo resultan insuficientes. 

La preocupación sobre el deterioro de las áreas de valor histórico y 
su contenido social, se ve reflejada en las conclusiones del coloquio 
sobre Centros Históricos realizado en Quito en 1977, en el que se 
introduce en el concepto de Centro Histórico a la población que lo 
habita. Sin embargo, en nuestro caso no se concretan los enunciados, 
como consecuencia de la falta de definición del papel que cumplen 
cada uno de los organismos involucrados en la tarea, lo que genera 
divergencias, competencia y superposición de acciones diluyéndose la 
actuación que debía y podía ser más coherente. 

Durante la década del 80, la situación económica y social acusa un 
estancamiento como consecuencia de dos factores conocidos y 
comunes a todos nuestros países: la baja de los precios de las materias 
primas (en nuestro caso principalmente el petróleo) y el pago de la deuda 
externa; factores que inciden en el crecimiento económico y en el 
agravamiento de la situación social de la población, la misma que de acuerdo 
a los últimos indicadores económicos es casi de miseria. 

En este contexto, las condiciones de vida de la población descienden 
drásticamente, especialmente en los últimos años con el consiguiente 
deterioro de los niveles de vida y consecuentemente de la calidad del 
hábitat, y el crecimiento urbano se torna más complejo y difícil. La crisis en 
las ciudades se manifiesta básicamente en el aparecimiento y multiplicación 
de asentamientos periféricos que crecen indiscriminadamente y sin ningún 
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control (fenómeno considerado exclusivo de Quito y Guayaquil, ahora 
generalizado para todas las ciudades intermedias e inclusive centros 
menores), la insuficiencia de los servicios la pauperización en las 
condiciones de habitabilidad de las áreas centrales, el aparecimiento en 
forma masiva del comercio en las vías, y el incremento del tugurio y la 
pobreza, con sus secuelas de descomposición social. 

La destrucción y transformación de las áreas históricas se vuelve más 
rápida y adquiere caracteres dramáticos, por cuanto la situación expresada 
presiona sobre las estructuras físicas, lo que sumado a la inexistencia de 
políticas, y mecanismos de desarrollo de dichas áreas, han producido o 
auspiciado la destrucción y/o demolición de elementos o conjuntos de 
valor histórico y ambiental. La reducción de la importancia del rol de los 
organismos en la defensa, protección y conservación del patrimonio por, la 
disminución de recursos reales, la paralización de proyectos o programas, 
la falta de coordinación y planificación en la realización de nuevos 
proyectos, la subutilización de los recursos humanos capacitados con que 
cuenta el país, y la falta de acciones coordinadas, refleja la situación de 
crisis en la protección del patrimonio. 

Sin embargo no pueden excluirse algunos intentos positivos para 
salvaguardar el patrimonio, como las intenciones de profundizar en estudios 
referidos a las áreas históricas, algunos proyectos concluidos, la tentativa 
de incorporar en los planes de desarrollo urbano-regional el tema de la 
conservación de las estructuras de valor histórico y ambiental, y los 
esfuerzos realizados en la protección del medio ambiente natural 
directamente involucrado en la conservación del patrimonio edificado. 

CONCLUSIONES: 

Como corolario de lo anotado podríamos intentar ciertas conclusiones que 
posibiliten encontrar alternativas de solución a los problemas actuales, 
las sismas que se exponen a continuación. 

En términos Generales 

La crisis económica y social del país ha determinado un crecimiento urbano 
acelerado, cuyas características son; 
-  el aparecimiento de asentamientos que se desarrollan sin servicios, 
planificación y control. 
-  el deterioro, destrucción y tugurización de las áreas centrales, con la 
consiguiente pérdida de su identidad, valor histórico y calidad de vida del 
habitante. 
-  la crisis de los servicios de infraestructura y la imposibilidad de 
solucionarlos a corto plazo; y 
-  las posibilidades de los organismos responsables de la defensa del 
patrimonio edificado y sus limitaciones, en establecer políticas y canalizar 
recursos para una solución integral. 

En términos particulares; 

La destrucción paulatina y sistemática (englobando dentro de este concepto 
a grandes o pequeños conjuntos urbanos) ha sido permanente. Este 
deterioro y destrucción sigue una secuencia correlativa al grado de 
crecimiento y complejidad urbanos, y cuyos factores preponderantes son: 
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a) la descentralización de las principales actividades urbanas que la definían 
y sustentaban, y la sustitución por otras, en la mayoría de les casos 
especulativas y no compatibles con las estructuras pre existentes. 
 

b) el incremento y sobresaturación poblacional, con densidades superiores 
a la capacidad de soporte de la edificación y consecuentemente el 
aparecimiento del tugurio, y la sobreutilización de servicios, 
especialmente a nivel de la vivienda. 

 
c) estos dos factores actúan sobre las áreas de valor histórico, 

produciendo la transformación de las estructuras urbanas, sea a través 
del derrocamiento de las edificaciones, de la modificación de las 
tipologías arquitectónicas o del abandono para su destrucción a plazo 
más largo. Estas alteraciones producen paulatinamente la 
desarticulación y pérdida de homogeneidad de las estructuras urbanas y 
de su pérdida de integralidad y singularidad. 

 
d)  Paralelamente se ha producido un proceso de pérdida de la identidad 

cultural de la población que valoriza y privilegia patrones, modelos y 
comportamientos culturales extranjeros que generan nuevos modos de 
vida y se constituyen en factores coadyuvantes de las transformaciones 
en las edificaciones. Hecho que no solo aparece en relación a la 
población en general sino también a nivel de los sectores dirigentes, lo 
cual reviste un mayor peligro para la defensa y conservación del 
patrimonio. 
 

CRITERIOS PARA LA DEFINICION DE POLITICAS, 

Frente a la situación descrita se vuelve indispensable delinear una 
estrategia de acción por parte de los organismos, instituciones 
profesionales, sectores poblaciones, estudiantiles, etc. que viabilice la 
preservación y valorización del patrimonio cultural edificado y de su 
salvaguardia que en las condiciones actuales adquiere prácticamente las 
características de un salvamento. 

Para lo cual, es necesario tener en cuenta que ninguna propuesta 
posibilitara la rehabilitación de las conjuntos históricos, si no se incorpora 
en las mismas paralelamente a los aspectos de conservación, los fenómenos 
de naturaleza económico-social, entendiéndose que no puede haber políticas 
de conservación independientes y aisladas de las políticas económicas y de 
ordenamiento territorial más amplios, En consecuencia, la intervención debe 
abarcar en forma integral y coherente,' la ciudad en su conjunto y no 
solamente edificios o episodios aislados. La planificación de las áreas o 
conjuntos valorizados, su funcionalización, vitalización y recuperación 
morfológica deben estar integralmente relacionados con la planificación 
de la unidad urbana donde se encuentre inserta, del territorio, de la región y 
del país en su conjunto, tanto desde el punto de vista económica y social, 
como técnico. 

Es entonces primordial la inclusión en todos los niveles de la planificación, 
el tratamiento del tema de acuerdo a las características, disensión y 
complejidad del conjunto considerado. De hecho esta situación implica la 
consideración por parte del Estado, de que el patrimonio cultural en 
general y en particular el edificado no tienen solamente un valor cultural 
en sí, sino también un valor económico y consecuentemente puede 
convertirse en un elemento dinamizador del desarrollo nacional, y de 
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mejoramiento de las condiciones de vida de la población. 

Otro aspecto básico, es la consideración de que el centro o les conjuntos 
de valor patrimonial, no son unidades independientes y autónomas de la 
problemática urbana en su conjunto sino partes de la totalidad urbana, y en 
consecuencia su tratamiento no se diferencia en términos de lograr los 
estándares y normas tanto de vivienda coto de servicios y equipamiento para 
lograr una elevación del nivel de vida de la población, pero si en cuanto a 
mantener y preservar las características tipológicas y estructurales del 
área. 

Desde el punto de vista operativo la definición de las modalidades, 
profundidad y prioridad de cualquier intervención debe partir, en primer 
lugar, del conocimiento y valorización de los recursos primordiales 
existentes; en segundo lugar, de la definición y determinación de los 
principios teóricos y metodológicos de intervención, en relación al 
nivel del problema, su grado de complejidad y su incidencia en el 
desarrollo económico y social donde se encuentre; en tercer lugar, 
la necesidad de generar un proceso permanente de investigación que 
posibilite el conocimiento y profundización de aquellos aspectos 
teórico, metodológicos, históricos, técnicos y sociales, garantizando 
que los niveles de intervención sean cada vez más coherentes con una 
acción de restauración integral.  
 
La intervención debe partir entonces de la concepción anotada, lo 
que implica una mediación entre los resultados de la investigación 
metodológica y una actuación planificada en una realidad social y 
física que tiene un contenido histórico. Acción que debe presentarse 
como un balance del pasado y la propuesta futura, síntesis del 
conocimiento del problema y su transformación, abarcando los 
niveles territoriales, urbanos y arquitectónicos. Es decir, desde la 
vida colectiva en su mayor amplitud hasta la individual y familiar.  
 
Es necesario involucrar directamente a la población en la defensa de 
Su patrimonio cultural a través del conocimiento, identificación y 
valorización del mismo, con su participación en los niveles de 
planificación y ejecución de planes y programas y por medio de la 
educación formal e informal.  
 
A modo de síntesis:  
 
Para establecer lineamientos particulares de intervención es 
necesaria la definición de ciertas premisas básicas de intervención que 
pueden sintetizarse en las siguientes: 
  
- el centro o conjunto patrimonial debe ser considerado, además de 
como bien cultural que debe ser preservado, como un patrimonio 
económico (producto de la acumulación a través del tiempo de 
inversiones en vivienda como en infraestructura física y social  
 
-el plan o propuesta de intervención debe ser coincidente con las 
políticas de ordenamiento del territorio y de la ciudad, y la definición 
del rol que cumplirá ceda uno de los conjuntos patrimoniales en el 
proceso urbano.  
 
-cualquier intervención debe tener como premisa la participación de 
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las organismos estatales, las universidades, los propietarios y los 
habitantes del sector, garantizando una intervención democrática de 
los agentes involucrados. 
Dicha participación implica, una intervención directa en el proceso de 
planificación en sus diferentes instancias y en la ejecución de las 
tareas relacionadas con la conservación y rehabilitación de las áreas 
consideradas.  
 
-debe propenderse a la elaboración de regulaciones, normas y 
disposiciones con criterios de flexibilidad, de manera de posibilitar la 
adecuación de las normativas a la dinámica social, y a las necesidades 
de conservación de las estructuras físicas. El enfoque en este 
sentido debe permitir interrelación permeable de los aspectos de 
funcionalización de las estructuras con los técnicos y culturales. 
  
-Las intervenciones deben ser ejecutadas a través de la planificación y 
programación economía-social del territorio, elemento Fundamental 
para la implantación de cualquier propuesta de la ciudad y de las 
áreas valorizadas como patrimonio, considerándolas como 
asentamientos donde se concentran espacios colectivos, 
edificaciones, actividades e individuos. En correspondencia se vuelve 
necesario realizar una clasificación de las áreas patrimoniales, desde 
su situación económica y social, decidir el papel que juega dentro del 
contexto territorial y urbano-a de manera de determinar su inserción 
en el proceso urbano pasado, presente y futuro, determinar las 
políticas particulares de intervención y considerar las acciones de 
salvaguardia coma un proceso íntimamente ligado al mejoramiento y 
elevación del nivel de vida de sus habitantes,  
 
Es necesario plantear varias acciones tendientes a la defensa y protección 
del patrimonio edificado, que podrían resumirse en las siguientes:  
-establecer la necesidad urgente de defender el patrimonio edificado y 
ambiental de nuestro país, habida cuenta del deterioro y destrucción al que 
se encuentra sometido, con el objeto de preservarlo y resaltarlo como 
manifestación de nuestra identidad cultural, para reconocimiento de las 
generaciones actuales y futuras.  
-procurar la definición y esclarecimiento de los lineamientos y fundamentes 
teóricos y metodológicos: referidos a la situación de crisis vigente, a las 
necesidades del desarrollo económico social y del acervo histórico 
cultural que conforma el patrimonio edificado del país.  
-promover la organización y estructuración de un organismo o institución 
con la suficiente fuerza legal y económica y los recursos humanos y físicos 
para implementar las políticas necesarias para la defensa y conservación 
del patrimonio.  
-impulsar la investigación referida el tema a través de la participación de los 
organismos involucrados, de las universidades y de los centros de 
investigación particular.  
-realizar el inventario general del patrimonio edificado nacional, partiendo 
de la base de sus características particulares, su entorno, y en base a 
prioridades de valoración y urgencia de salvaguardia.  
-asegurar la integración de la comunidad en la conservación y gestión como 
condición para garantizar la preservador y puesta en valor del patrimonio 
edificado.  
-incluir la problemática de la protección y preservación en el planeamiento 
nacional, regional y local.  



9 
 

-recomendar la canalización y generación de recursos que hagan factible la 
recuperación del patrimonio y su adaptabilidad a las necesidades sociales,  
-estimular el conocimiento e información de la comunidad sobre el tema a 
través de la enseñanza curricular y extracurricular y de los medios de 
comunicación.  
-garantizar el control para la protección y preservación del patrimonio.  
-promover la creación de equipos interdisciplinarias de trabado para la 
planificación y ejecución de las tareas de salvaguarda,  
-evaluar el impacto ambiental y de conservación de proyectos significativos 
emprendidos por les sectores público y privado. 
 
 
Gracias 


